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	Proyecto de Resolución “Por medio de la cual se adopta la directriz institucional de conciliación”

	Dependencia que desarrolla el proyecto de Norma
	Oficina Asesora Juridica del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social

	Proyecto de Decreto o Resolución: 
	Proyecto de Resolución “Por medio de la cual se adopta la directriz institucional de conciliación”


	1. Los antecedentes y las razones de oportunidad y conveniencia que justifican su expedición.


	De acuerdo con el artículo 2.2.4.3.1.2.2. del Decreto 1069 de 2015, el Comité de Conciliación es “una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad.  Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar el patrimonio público. La decisión de conciliar tomada en los términos anteriores, por sí sola, no dará lugar a investigaciones disciplinarias, ni fiscales, ni al ejercicio de acciones de repetición contra los miembros del Comité.  Parágrafo. La decisión del Comité de Conciliación acerca de la viabilidad de conciliar no constituye ordenación de gasto”. 

El artículo 2.2.4.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, dispone que, el Comité de Conciliación ejerce, entre otras, la siguiente función: (…) “Fijar directrices institucionales para la aplicación de los mecanismos de arreglo directo, tales como la transacción y la conciliación, sin perjuicio de su estudio y decisión en cada caso concreto”. 
La fijación de directrices institucionales para los asuntos sometidos conciliación prejudicial o judicial por parte del Comité de Conciliación y Defensa Judicial es indispensable para los efectos consagrados en la Ley 1437 de 2011, en especial con referencia a las siguientes disposiciones: i) parágrafo del artículo 95 que señala: “(…) en el curso de un proceso judicial, hasta antes de que se profiera sentencia de segunda instancia, de oficio o a petición del interesado o del Ministerio Público  las autoridades demandadas podrán formular oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados, previa aprobación del Comité de Conciliación de la entidad, lo cual promueve la terminación definitiva y anticipada de los procesos judiciales; ii) numeral 1º del artículo 161 que establece “cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá  la conciliación como requisito de procedibilidad de toda demanda ante la jurisdicción contencioso-administrativa de los medios de control en que se formulen pretensiones relativas a:; iii) artículo 176 en la medida que, en los asuntos de naturaleza conciliable, es posible adelantar la transacción.

El protocolo para la Gestión de los Comités de Conciliación de abril de 2017, expedido por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado recoge, entre otras, las disposiciones aquí señaladas y enfatiza en la construcción de la metodología obligatoria para la formulación de directrices en asuntos en los que procede la conciliación para efectivizarla como medio alternativo de solución de conflictos.
En ejercicio de sus funciones, el Comité de Conciliación y Defensa Judicial de Prosperidad Social, en cumplimiento del cronograma establecido en el KAWAK, durante el primer semestre de 2020, adelantó la metodología establecida por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado y formuló la directriz institucional de conciliación en el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho (configuración contrato realidad) dado que son los asuntos sometidos a conciliación más recurrentes al interior de la Entidad y sobre los cuales no existe impedimento legal para conciliar. 

La directriz institucional de conciliación fue aprobada por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE), mediante comunicación con radicado número 2020-3000072961-DPE de 30 de julio de 2020, enviada en esa misma fecha a la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de Prosperidad Social.

En la comunicación de aprobación de la directriz institucional de conciliación, la ANDJE encontró que: “el comité de conciliación formuló una directriz institucional de conciliación de acuerdo con los lineamientos establecidos en la metodología diseñada por esta entidad. Ahora, debe centrar su esfuerzo en la difusión, implementación y seguimiento de la directriz, reportando a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, cuando esta lo requiera, información sobre la aplicación de la directriz…”
Que por lo anteriormente expuesto se hace necesario adoptar la directriz institucional de conciliación del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho (configuración contrato realidad) mediante resolución. 

	1.1 Las normas que otorgan la competencia para la expedición del correspondiente acto.
	Se desarrollan en el capítulo de viabilidad jurídica.

	1.2 La vigencia de la ley o norma reglamentada o desarrollada.
	N/A


	1.3 Las disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas, si alguno de estos efectos se produce con la expedición del respectivo acto.
	N/A 

	2. El ámbito de aplicación del respectivo acto y los sujetos a quienes va dirigido
	La presente resolución rige para los servidores públicos de Prosperidad Social en lo concerniente al Comité de Conciliación y Defensa Judicial y a GIT de Representación Judicial y Extrajudicial y Cobro Coactivo, así como a los abogados externos que lleven a cabo la defensa judicial y extrajudicial del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social -Prosperidad Social y el Fondo de Inversión para la Paz -FIP.

	3. La viabilidad jurídica, que deberá contar con el visto bueno de la oficina jurídica de la entidad o la dependencia que haga sus veces 
	Suscribe la Directora del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social con visto bueno de la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica.

	4. Impacto económico si fuere el caso, el cual deberá señalar el costo o ahorro, de la implementación del respectivo acto.
	La implementación de la presente Resolución no tiene impacto económico

	5. Disponibilidad presupuestal 
	No aplica disponibilidad presupuestal.

	6. Impacto medioambiental o sobre el patrimonio cultural de la Nación.

	La implementación de la presente Resolución no tiene impacto medioambiental ni sobre el patrimonio cultural de la Nación

	7. El cumplimiento de los requisitos de consulta y publicidad cuando haya lugar a ello. 
	Publicación de 15 días en la página WEB de la entidad.

	8. Cualquier otro aspecto que la entidad remitente considere relevante o de importancia para la adopción de la decisión.
	N/A

	9. Seguridad Jurídica: Dentro del año inmediatamente anterior ya se había reglamentado la misma materia: 

SI: ____                   NO: _x___
En este caso se hace necesaria la adopción de la directriz institucional para dar cumplimiento a la normatividad que rige la materia en el tema de funciones del Comité de Defensa Judicial y Conciliación.
 


	EL PROYECTO CUMPLE CON LAS DIRECTRICES DE TECNICA NORMATIVA PREVISTAS EN EL DECRETO No. 1081 de 2015: SI _x__           NO _____

Viabilidad Jurídica:

a. Análisis expreso y detallado de normas de competencia.
i. Los artículos 209 y 211 de la Constitución Política, establecen que la función administrativa debe estar al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, delegación y desconcentración de funciones.
ii. El artículo 61 de la Ley 489 de 1998, dispuso que: “La estructura orgánica y el funcionamiento de los departamentos administrativos, sin perjuicio de lo dispuesto en esta Ley, se rigen por las normas de creación y organización. Habrá, en cada uno, un Director del Departamento y un Subdirector que tendrán las funciones, en cuanto fueren pertinentes, contempladas para el Ministro y los viceministros, respectivamente. En los departamentos administrativos funcionarán, además, las unidades, los concejos, comisiones o comités técnicos que para cada uno se determinen”.
iii. Numeral 2 del artículo 10 del Decreto 2094 de 2016, que es función del Director del Departamento “Formular y hacer seguimiento a las políticas, planes, programas y proyectos del Sector Administrativo de Inclusión Social y Reconciliación”.

iv. El artículo 2.2.4.3.1.2.2. del Decreto 1069 de 2015, indica que, el Comité de Conciliación es “una instancia administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad.  Igualmente decidirá, en cada caso específico, sobre la procedencia de la conciliación o cualquier otro medio alternativo de solución de conflictos, con sujeción estricta a las normas jurídicas sustantivas, procedimentales y de control vigentes, evitando lesionar el patrimonio público. La decisión de conciliar tomada en los términos anteriores, por sí sola, no dará lugar a investigaciones disciplinarias, ni fiscales, ni al ejercicio de acciones de repetición contra los miembros del Comité.  Parágrafo. La decisión del Comité de Conciliación acerca de la viabilidad de conciliar no constituye ordenación de gasto”. 
v. El artículo 2.2.4.3.1.2.5 del Decreto 1069 de 2015, dispuso que, el Comité de Conciliación ejerce, entre otras, la siguiente función: (…) “Fijar directrices institucionales para la aplicación de los mecanismos de arreglo directo, tales como la transacción y la conciliación, sin perjuicio de su estudio y decisión en cada caso concreto”. 
vi. El parágrafo del artículo 95 de la Ley 1437 de 2011, establece que, “No obstante, en el curso de un proceso judicial, hasta antes de que se profiera sentencia de segunda instancia, de oficio o a petición del interesado o del Ministerio Público, las autoridades demandadas podrán formular oferta de revocatoria de los actos administrativos impugnados previa aprobación del Comité de Conciliación de la entidad. La oferta de revocatoria señalará los actos y las decisiones objeto de la misma y la forma en que se propone restablecer el derecho conculcado o reparar los perjuicios causados con los actos demandados. Si el Juez encuentra que la oferta se ajusta al ordenamiento jurídico, ordenará ponerla en conocimiento del demandante quien deberá manifestar si la acepta en el término que se le señale para tal efecto, evento en el cual el proceso se dará por terminado mediante auto que prestará mérito ejecutivo, en el que se especificarán las obligaciones que la autoridad demandada deberá cumplir a partir de su ejecutoria. 

vii. El numeral 1 del artículo 161 de la Ley 1437 de 2011, enuncia que, “La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos: 
1. Cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de la conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y controversias contractuales.
viii. El artículo 176 de la Ley 1437 de 2011, dispuso que, “Cuando la pretensión comprenda aspectos que por su naturaleza son conciliables, para allanarse a la demanda la Nación requerirá autorización del Gobierno Nacional y las demás entidades públicas requerirán previa autorización expresa y escrita del Ministro, Jefe de Departamento Administrativo, Gobernador o Alcalde o de la autoridad que las represente o a cuyo Despacho estén vinculadas o adscritas. En los casos de órganos u organismos autónomos e independientes, tal autorización deberá expedirla el servidor de mayor jerarquía en la entidad. 
En el evento de allanamiento se dictará inmediatamente sentencia. Sin embargo, el juez podrá rechazar el allanamiento y decretar pruebas de oficio cuando advierta fraude o colusión o lo pida un tercero que intervenga en el proceso.
 b. Las disposiciones derogadas, subrogadas, modificadas, adicionadas o sustituidas

N/A por cuanto es una nueva directriz que no deroga, subroga, modifica, adiciona o sustituye otras.
c. Revisión y análisis de decisiones judiciales de los órganos de cierre de cada jurisdicción que pudieran tener impacto o ser relevantes para la expedición del acto.

No existen decisiones judiciales de los órganos de cierre de cada jurisdicción que pudieran tener impacto o ser relevantes para la expedición del acto, salvo la referida en los antecedentes 
d. Advertencia de cualquier otra circunstancia jurídica que pueda ser relevante para la expedición del acto.

No existe advertencia de otra circunstancia jurídica que pueda ser relevante para la expedición del acto.

Aprobó:

LUCY EDREY ACEVEDO MENESES

Jefe Oficina Asesora Jurídica      

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social
Proyectó: Miguel León – OAJ
Revisó: Doris Prieto/Omar Barón – OAJ
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